Carátula 
SEÑOR RODRÍGUEZ.- Damos comienzo a la reunión con el orden del día confeccionado la semana pasada. 
(Es la hora 15 y 52 minutos) 
SEÑOR GILMET.- Quisiera compartir algunos comentarios respecto de nuestro análisis del Título |V, que denominamos "final". 


La propuesta del Poder Ejecutivo consta de tres Capítulos: uno referido a ajustes legales, otro a previsiones especiales para las 
zonas costeras y un tercero de alcance y reglamentación de la presente ley. 


Respecto a lo que aquí se denomina "ajustes legales", hemos comenzado el análisis de las propuestas referidas a las llamadas 
Leyes de Centros Poblados. Como ya se ha expresado, coincidimos con la necesidad de una revisión íntegra de dichas leyes, que 
tienen más de cincuenta años de aplicación en el país y a la luz de una eventual aprobación de un nuevo marco legislativo. Sin 
embargo, nos preguntamos si es ésta la oportunidad para una revisión íntegra de las Leyes de Centros Poblados. 


En esta instancia, nos hemos detenido en el análisis de la propuesta del Poder Ejecutivo y en algunos aspectos que parecería que 
se pueden incluir en este Mensaje, como por ejemplo las modificaciones que se introducen al artículo 13 de la primera ley, la N* 
10.723, y en particular del numeral 3”. Entendemos que las modificaciones que se sugieren, por un lado, se adaptan al Código de 
Aguas, que es de aprobación posterior, y nos parece compatible el criterio en cuanto a la medición de la famosa faja de 150 metros 
en la medida que se sustituye. 


Una modificación más sustancial se refiere al aumento de cincuenta centímetros a un metro con respecto a la caracterización de un 
predio como inundable o con riesgo de inundación, y esta dimensión está considerada por encima del nivel alcanzado. 


Ya en la sesión pasada nos referimos -y otros integrantes de la Comisión también lo hicieron- al carácter cautelar que tiene esta 
disposición y su fundamento, sus razones, como producto de los riesgos de inundación causados por los cambios climáticos de los 
últimos años y el incremento de la impermeabilización de los suelos, consecuencia del proceso urbanizador. 


Parecería que como resultado de otras condicionantes se podría fundamentar un incremento de esta dimensión, que claramente 
tiene un carácter cautelar. No tenemos elementos para juzgar si ese aumento que parecería justificado, lleva a establecer en el 
texto de la ley la dimensión de un metro, porque también nos podemos preguntar por qué no son ochenta centímetros o un metro 
veinte. Lo cierto es que parecería que existen suficientes elementos de juicio como para considerar un eventual incremento en la 
medida en que los riesgos han aumentado. 


Luego, el texto modificativo del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo deroga el último inciso referido a acantilados o 
barrancas, que se ha aplicado para reducir o dejar sin efecto el retiro o faja de 150 metros en los casos de contigúidad a los cauces 
de dominio público que, por lo que sabemos, han significado transgresiones al espíritu de la ley. Consideramos que si bien no está 
explícito en la Exposición de Motivos del Mensaje y proyecto del Poder Ejecutivo, de la lectura comparada de la propuesta del 
Poder Ejecutivo con el texto de la ley vigente surge que se deroga, y creo que ello es compartible en la medida en que justamente 
no aparece con claridad lo que se entiende por acantilado o barranca y ha dado lugar -insisto- a claras transgresiones al espíritu de 
la ley. Ha sido una válvula de escape. Por lo tanto, nos parece compartible el criterio de derogar ese último inciso. 


Sin embargo, el proyecto de ley del Poder Ejecutivo deroga un inciso referente a tierras inundables que pudieran agregarse a un 
centro poblado cuando no sirvan de acceso obligado a predios. 


El texto legal del año 1946 se refería, si mal no recuerdo, a parques y ramblas, denominación propia de la época. Creo que este 
inciso se podría mantener y hablar en su lugar de espacios públicos, puesto que es una situación que reconocemos en muchos 
centros poblados a lo largo y ancho de la República, donde hay áreas ribereñas a cursos de agua, ríos y arroyos, que justamente 
sirven como espacios públicos de recreación estacionarios. En el invierno, y durante el período de lluvias en el otoño, obviamente 
no se usan, pero tampoco es el período de uso de los espacios libres o de esparcimiento al aire libre; sin embargo, en el período 
estival son zonas verdaderamente de gran utilidad. Por lo tanto, insisto, no me parece justificado eliminar este inciso; creo que 
estas áreas, con el carácter de espacios públicos, pueden integrarse como áreas parquizadas para la recreación y tener el carácter 
de inundables. Lo que no podemos aceptar es la localización de vías de acceso vehiculares a los predios. 


Con respecto a las modificaciones a las Leyes de Centros Poblados, coincidimos también plenamente con la disposición 
derogatoria del numeral 3* del artículo 15. En alguna oportunidad ya el arquitecto Villegas nos había enviado su propuesta, y 
explícitamente coincidía en que, si había que realizar alguna modificación, esta era muy pertinente y necesaria. Entiendo que el 
sentido es impedir la posibilidad de la interpretación en términos permisivos de la expresión "reducir prudencialmente las 
exigencias" de la propia ley, que ha sido, justamente, el coladero de todo tipo de transgresiones. 


El proyecto del Poder Ejecutivo habla también de aspectos vinculados a las sanciones, que merecen un análisis más detenido. 


También agradecemos los estudios que nos ha hecho llegar el arquitecto Sienra, referidos a una revisión más integral de las leyes. 
De todos modos insisto en preguntarme si corresponde abordar ese trabajo en esta instancia, teniendo en cuenta los plazos que 
tenemos comprometidos, aunque comparto la idea de que hay que realizar dicha revisión. 


Luego mereció nuestro análisis el artículo 65 del mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo, que expresa que "Todas las 
disposiciones de la presente ley se aplicarán a partir de su promulgación, aun cuando no estén aprobados los planes de 
ordenamiento y desarrollo territorial". Claramente creo que este artículo se está refiriendo a lo que hemos denominado -tanto en 
nuestra propuesta como en las otras que se han presentado- "carácter vinculante". Por consiguiente, a nuestro entender, esa 
disposición no sería necesaria porque es reiterativa. De todas maneras agradecería que se me llame la atención si se considera 
que, desde el punto de vista de la técnica legislativa, la misma es necesaria. El sentido común, reitero, me dice que está de más ya 


que se ha establecido el carácter vinculante, por ejemplo, en el artículo 9% de la versión que hemos hecho llegar a la Comisión, 
donde se expresa que "La ordenación del territorio deberá realizarse de acuerdo a las disposiciones contenidas en la presente ley". 
Por lo tanto, reitero, sería redundante volver a establecerlo y, en consecuencia, es claro que regirá aunque no estén aprobados los 
instrumentos de ordenación. Me parece que ello se deduce aunque, reitero, si se considera necesario explicitarlo no estaríamos en 
desacuerdo. 


Por otra parte, sin embargo, en el análisis de este artículo 65 encontramos un aspecto que quizás sí merezca ser explicitado -en 
ese caso, lo haríamos mediante una disposición transitoria- y que refiere a las situaciones que surgen dado el carácter vinculante 
establecido en el artículo 9% de nuestra propuesta y en las otras que se han presentado. La expresión "Desde la entrada en vigor de 
la presente ley", es claro que significa que será de aplicación íntegra, inmediata y directa cualquiera sea la norma y sin perjuicio de 
la continuación de la vigencia de otras disposiciones. No obstante ello, debemos reconocer los esfuerzos realizados al presente en 
los diversos ámbitos departamentales y que, a nuestro criterio, pueden ser adaptados a las disposiciones de la presente ley. Nos 
consta que los departamentos de Colonia, Salto, Maldonado, Montevideo y, en diferente grado, diría que en todos, en el supuesto 
de la aprobación de este proyecto de ley deberán adaptar sus normas departamentales al nuevo marco legal. 


SEÑORA PEREIRA.- Estamos hablando de la conveniencia de hacer referencia a los planes existentes con anterioridad a la 
aprobación de esta ley. 


SEÑOR GILMET.- Justamente, me parece que esta disposición tiene un carácter transitorio porque, en un plazo prudencial -y esta 
es una hipótesis- es evidente que las nuevas disposiciones departamentales se harán en el marco de la ley; pero con respecto a 
las anteriores, parecería que la ley tendría que inducirlas a la adaptación. Me parece que es lo razonable. No tiene ningún sentido 
tirar por la borda todo lo que se hizo. No podemos decir que porque ahora tenemos una nueva ley, lo anterior no es válido; esto no 
es razonable porque se ha hecho un esfuerzo muy grande. 


Por lo tanto, he elaborado un texto que podría tener la siguiente redacción: "No obstante lo dispuesto en el artículo 9%" -que es el de 
carácter vinculante- "los Gobiernos Departamentales" -ellos son los que atienden las disposiciones; no me refiero a otros 
organismos del Estado porque no las tienen- "podrán formular y aprobar adaptaciones de los instrumentos de ordenación y 
restantes normas en vigor", que podrán ser totales o parciales y de esa forma, inducir de manera más explícita, a través del texto 
de la ley, a la adaptación de los instrumentos hoy vigentes. 


Con respecto al penúltimo artículo de la reglamentación de la propuesta del Poder Ejecutivo, coincidimos con el texto que dice que 
el Poder Ejecutivo reglamentará la ley dentro del plazo de un año, es decir a partir de su promulgación. Es claro y redundante el 
hecho de que sea el Poder Ejecutivo ya que el numeral 4* del artículo 168 de la Constitución establece que le corresponde a ese 
Poder expedir los reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes. Luego agrega que la elaboración del reglamento 
será coordinado entre el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes. 


En la exposición de motivos incursiona en aspectos relativos a la constitucionalidad de este agregado. El Derecho Constitucional no 
corresponde a nuestra área de especialización. Queremos expresar que coincidimos con el espíritu de la reglamentación de esta 
ley ya que claramente tiene dos puntos de apoyo. En la estructura del Estado, en el ámbito centralizado y descentralizado es 
indiscutible. Más allá de la visión que se pueda tener de la estructura del Estado presente y futura, no cabe ninguna duda de que 
esta ley se apoya fuertemente en los Gobiernos Departamentales. Por lo tanto, apoyamos el espíritu de que la elaboración de la 
reglamentación se realice en forma coordinada con el Poder Ejecutivo. Si es constitucional o no, lo dejaría a los constitucionalistas. 
No obstante, considero que es de interés que se realicen algunas consultas, dado que nadie desea que un aspecto que pueda 
plantear dudas respecto a la constitucionalidad, implique un escollo en los mecanismos de aprobación y vigencia de la ley. Por lo 
tanto, le planteo a la Secretaría la pertinencia de realizar una consulta a la Asesoría Letrada del Poder Legislativo, referente a la 
constitucionalidad de la última frase del artículo 66 del proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


Con respecto al tema a que se refiere el Capítulo Il sobre Previsiones Especiales para las Zonas Costeras, ya habíamos incluido 
algunos aspectos en otros capítulos del texto. O sea que no nos parece que sea conveniente su inclusión en este Título IV de 
Disposiciones Especiales o Título final. 


Quedaría por comentar los ajustes propuestos para la Ley Orgánica Municipal y para la ley que crea la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, pero seguimos estudiándolas. En ese sentido, nos interesa sobremanera la información brindada por el arquitecto 
Sienra, con respecto a que en el año 1997 el Congreso de Intendentes realizó un trabajo de revisión de la Ley Orgánica Municipal 
del año 1935. También me pregunto en qué medida, con los plazos comprometidos, debemos incursionar en una revisión 
totalmente compartible tanto de las Leyes de Centros Poblados como de la Ley Orgánica Municipal. En principio me inclinaría por 
las modificaciones que tienen una relación muy directa y, además, todos creemos que son necesarias realizar en esta instancia. 
Inclusive, es conveniente sugerir a los señores Senadores sobre la necesidad de la revisión de ciertas leyes. Ellos, seguramente, 
encontraran los mecanismos, pero nosotros tenemos un cometido específico y concreto, que es el estudio del mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SIENRA.- Ayer hice algunos comentarios sobre este Título y sobre casi todo los Capítulos que incluye. Estuve viendo, 
precisamente, la pertinencia o no del planteo del Poder Ejecutivo. Además, realicé, simultáneamente -sin la pretensión en absoluto 
de revisar en su totalidad las normas de las Leyes de Centros Poblados- comentarios referidos a algunos aspectos que implicarían 
la vigencia de una Ley de Ordenamiento del Territorio en la Ley de Centros Poblados. Es básicamente por esta última ley por la que 
se regula la planificación del territorio y la planificación urbana. 


Si sistematizamos una forma de planificación, ésta tiene consecuencias respecto a la forma del pasaje de los predios rurales a las 
áreas urbanas. ¿Por qué? Porque no pueden pasar si no están habilitados por un plan con la nueva norma, no como ahora que 
cualquier persona hace un proyecto, va a la Junta Departamental y se lo aprueban. El punto más importante de disfuncionamiento 
es entre la nueva Ley de Ordenamiento del Territorio y la nueva Ley de Centros Poblados. Pienso que el Poder Ejecutivo no lo 
entendió así en el mensaje, cosa que me sorprende o, mejor dicho, me llama la atención. 


En segundo término, hay una coincidencia entre el Poder Ejecutivo y todos los que hemos hablado aquí, en el sentido de que el 
artículo 13 requiere alguna modificación. Ya dije la vez pasada que no comparto, en absoluto, la primera parte de lo que propone el 
Poder Ejecutivo, que es levantar 50 centímetros el nivel de las tierras no aptas para ser incorporadas a las áreas urbanas. Me he 
fijado en la exposición de motivos y allí no se dice nada, por lo que es algo que se propone sin ninguna justificación. Sin embargo, 
acá estamos hablando de un asunto que supone un cambio de nivel; no es poca cosa, porque hablamos de muchísimas hectáreas. 


El asunto es por qué se hace esto. Es verdad que las áreas urbanas impermeabilizan la tierra y, por lo tanto, el terreno no absorbe 
la misma cantidad que antes, lo que hace que exista una mayor escorrentía superficial y los puntos más bajos deben evacuar 
mayor cantidad de agua. Eso es verdad, pero también es cierto que el Uruguay tiene mediciones de los niveles de ríos y arroyos 
desde hace muchísimas décadas, así como mediciones de marea en el mar desde hace, por lo menos, seis o siete décadas, donde 
no se ha constatado ninguna elevación de los niveles máximos. Se puede decir que seis, siete u ocho décadas no es suficiente; 
estoy de acuerdo con que no lo es, pero tampoco hay una insinuación de la tendencia ni ha habido máximos en los últimos años, 
aunque podría haberlos habido. Tampoco ha habido crecientes máximas en los últimos años; de las últimas conocidas en el 
Uruguay -así como en otras partes del mundo- ya ha pasado bastante tiempo. 


Voy a hacer referencia a un informe de 1998 del doctor Patrick Michaels, profesor de Ciencias Ambientales en la Universidad de 
Virginia, el cual ya tiene cinco años, pero es interesante. Este profesor hizo una advertencia al propio Senado de los Estados 
Unidos respecto de la exageración de las cifras en el cambio climático. A fin de abreviar dicho informe, sólo voy a comentar una 
gráfica que él presenta y donde se muestra que para la década 1988 - 1998, según el modelo que utiliza el IPSC, la temperatura 
debería haber aumentado 0,45 grados centígrados, es decir, casi medio grado. Me parece interesante comparar ese modelo 
matemático, que todo el mundo da por cierto, con las mediciones reales. La gráfica muestra, en una línea superior, el modelo en el 
que se basan todas las teorías de cambio climático y que en esta década iba a aumentar casi medio grado centígrado. Todas las 
mediciones reales son las diversas líneas que aparecen por debajo. Es muy interesante, porque las dos de abajo son medidas 
realizadas, una en la baja atmósfera y la otra a nivel de suelo. Lo que ocurre es lo siguiente: las medidas tomadas en tierra 
aumentaron 0,11 grados centígrados, o sea, menos de la cuarta parte de la proyección del modelo de cambio climático. Por su 
parte, las medidas tomadas con globo sonda o con satélite marcaron un decline, es decir que tomaron temperaturas menores: 0,36 
ó 0,24 grados centígrados. Esto quiere decir que no se puede seguir actuando sin conocimiento científico. En el Uruguay, si vamos 
a tomar una medida tan importante como la de mover 50 centímetros, eliminando para áreas urbanas centenares de hectáreas, 
debemos tener seguridad en lo que hagamos. Sin embargo, en nuestro país no la tenemos y en el resto del mundo, tampoco. Por 
el contrario, lo único que se ha ido comprobando últimamente es, por ejemplo, que el Océano Atlántico ha venido enfriándose. Es 
más; existe una teoría que establece que este es el comportamiento normal y que todavía el ciclo tiene para diez o quince años 
más, lo que está siendo comprobado a través de las mediciones de la temperatura del agua. 


En definitiva, no me parece oportuno pensar en esto, por lo menos en esta norma, sin que el Poder Ejecutivo presente datos 
sólidos mostrando que efectivamente los niveles de los ríos, arroyos, lagunas y mareas del Uruguay están subiendo. Digo esto 
porque estos datos no existen, ya que si bien contamos con mediciones, éstas no van en ese sentido. 


Por otro lado, quiero aclarar que es verdad que en nuestro país sistemáticamente tenemos inundaciones en áreas pobladas que 
están siempre en terrenos que no cumplen con la Ley de Centros Poblados, es decir, en donde no se dejaron los cincuenta 
centímetros por sobre las crecientes máximas conocidas. A su vez, no tenemos inundaciones en los cincuenta centímetros por 
encima de las crecientes máximas conocidas. Esto no se ha dado salvo en algunos casos -tal como lo planteó en la sesión anterior 
el arquitecto Acuña- que se dio en la provincia de Santa Fe, donde los diques causaron tremendas inundaciones. En este sentido, 
en los casos que conozco en los que se ha dado en el Uruguay esta situación, generalmente no surgieron por las obras en sí 
mismas sino por las obras que se llevan a cabo para hacer las obras. Me refiero, concretamente, a que las obras que se hacen 
para construir los puentes son las grandes causantes de inundaciones, en esos casos. 


Considero que la decisión es demasiado importante y requiere de una información muy precisa que no presenta el mensaje del 
Poder Ejecutivo. Por supuesto, si hay interés o afinidad en modificar esto, creo que habría que pedirle al Poder Ejecutivo que lo 
documente y fundamente en forma seria porque estamos hablando de terrenos potencialmente urbanos muy importantes y, 
seguramente, de mucho valor. 


El segundo aspecto a considerar, el numeral 3* del artículo 13 de la Ley de Centros Poblados, es el de la faja costanera. Como ya 
expliqué, obviamente, la faja costanera de centros poblados ha resultado bastante útil y ha tenido la gran virtud de preservar para el 
uso público las costas, lo que me parece extraordinariamente importante e interesante y que debe ser mantenido, porque considero 
que el hecho de que el Uruguay tenga ese acceso público a todas sus costas es un aspecto que habla muy bien del país. Pero 
simultáneamente, no tengo ninguna duda de que los 150 y 250 metros que prevé el Código de Aguas nada tienen que ver con la 
naturaleza, la cual no puede dejarse de respetar y, además, no conoce de normas. Si nosotros actuamos en las áreas que son de 
la naturaleza, siempre vamos a terminar con problemas. Por esa razón he enviado una redacción alternativa, en la que propongo 
que esa faja costera nunca sea menor que el espacio que requiere la naturaleza; el tema es definir lugar por lugar. 


Creo que esto sería un avance interesante y aquí sí podríamos tener la información científica necesaria como para fundamentar 
este asunto ante aquellos que no tienen conocimiento de la dinámica costera. Además, trasladamos al plan de cada zona esa 
definición precisa, por supuesto con el aval del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Creo que es 
importante avanzar en esta línea. 


Yo pensé incluir esto en la modificación del numeral 3* del artículo 13 de la Ley de Centros Poblados. También se podía haber 
tomado en el Capítulo 1Il de este mismo Título, donde el mensaje del Poder Ejecutivo incursiona en el tema de la costa, aunque 
justamente en el sentido contrario, y creo que con un gran daño potencial hacia ella, sobre todo, hacia las playas, que son las más 
delicadas. 


Considero que la propuesta que hago da un paso adelante en cuanto a la gestión costera, porque reconoce que la dinámica 
costera es el elemento clave. Aclaro que la Ley de Centros Poblados no avanza en ese sentido y el Código de Aguas se refiere a la 
estructura, lo cual no define las formas de las costas, sino que quedan definidas por la dinámica costera. Ese es un concepto que si 
la ley lo pudiera incorporar, significaría un avance interesante. ¿Por qué? Porque implicaría avanzar en el respeto de la naturaleza 
y, por lo tanto, no solamente nos evitamos problemas, sino que garantizamos que vamos a conservar los valiosísimos recursos 
correspondientes a la costa. 


Por otro lado, quiero expresar que hice otra serie de propuestas pensando, simplemente, en aquellas cosas de la Ley de Centros 
Poblados que quedarían obsoletas en el funcionamiento de la gestión del territorio, pero que si no se cambia nada, es lo mismo. El 
máximo hincapié lo haría, precisamente, en los aspectos de preservación costera y en la posibilidad de incluir el tema de la 
dinámica costera como un aspecto fundamental, de manera de garantizarnos que en adelante vamos a tener playas. Agregaría, 
además, que si una playa empieza a tener modificaciones visibles y sustanciales, rápidamente deberían revisarse las disposiciones 
referidas a la faja de preservación de la costa para esa playa, y si no las tiene, cada vez que se modifique o actualice un plan 
debería reestudiarse el tema, a fin de asegurarnos que vamos por el buen camino. 


Para que se tenga una idea de cuáles son los movimientos que se producen en las costas, quiero llamar la atención sobre lo que 
ocurre en la Playa Mansa de Punta del Este, en la Parada 17. Allí hay una batería española, construida hace aproximadamente 
doscientos años, que consiste únicamente en un piso de piedra en el que los españoles ponían cañones; la defensa fundamental 
de ese estilo de baterías que usaban los españoles eran los propios médanos de la playa, pues las ponían detrás y, disparando por 
encima de éstos, llegaban a hacer blanco en los barcos -como era su interés- pero los propios médanos actuaban como protección 
contra los disparos de artillería de los barcos. Hace aproximadamente una década esa batería que estaba enterrada en la arena 
quedó al descubierto por un temporal, y a partir de ese momento, sucesivos temporales han ido batiendo contra ella, haciéndole 
perder casi todo su frente. Nosotros hemos rescatado algunas piedras, las hemos relevado y guardado, con ayuda de la gente de 
Arqueología, pero no hemos podido llevar a cabo movimiento alguno porque no contamos con autorización para efectuar un 
retroceso, a pesar de que nuestro interés era solamente no perder la batería. 


En virtud de las características de la costa, estimamos que el retroceso en ese punto del arco de la playa ha superado los ciento 
cincuenta metros, que es lo que prevé la Ley de Centros Poblados, por las condiciones de la pendiente y la forma en que estaba 
protegida detrás de los médanos. Resulta claro, pues, que las cifras estadísticas o de compromiso político no funcionan en la 
naturaleza. Por tal razón, pido que se piense en dar elasticidad a esta cifra. 


Reitero que si un día los integrantes de esta Comisión tienen interés, con mucho gusto la Intendencia Municipal de Maldonado 
haría posible que concurriera a visitarnos el doctor Jackson, que es un especialista en la materia, para explicarnos cómo funciona 
la dinámica costera y cuáles son los requerimientos en esta materia. Quiero destacar que este profesional tiene un nivel de 
doctorado obtenido en universidades de primer orden en el mundo. 


SEÑOR BERRUTTI.- He estado pensando en el tema de las modificaciones a la Ley Orgánica Municipal y a las Leyes de Centros 
Poblados, y para que de alguna manera quede la sugerencia en esta Ley de Ordenamiento, creo que en lo que refiere a los 
artículos del mensaje del Poder Ejecutivo, quizás sería bueno realizar una exposición acotada sobre qué puntos de la mencionada 
Ley Orgánica Municipal habría que abordar, sin entrar en ellos. Lo mismo se podría hacer con la Ley de Centros Poblados, con 
respecto a las cifras de cambios climáticos o con relación a la faja costera. 


En este sentido, cada uno de los Asesores podrá hacer su propuesta, pero de alguna forma razonando sobre el hecho de que los 
Legisladores puedan tener una "señal" acerca de que el marco de la Ley de Ordenamiento implica que se deben modificar las otras 
dos leyes fundamentales. Precisamente, eso podría quedar mencionado, no en el articulado, sino en la exposición de motivos. 


Con respecto al tema relativo a la dimensión de la faja costera, reitero lo que manifesté hace un tiempo en el sentido de que 
cuando llega el momento de legislar hay que ponerle un número a la faja, aunque también se pueden establecer condicionantes 
para que en algún caso puntual se haga un estudio más específico. Pero, evidentemente, si la faja no puede ser rígida, por lo 
menos tenemos que dejar al Legislador los elementos para que trabaje en función de ello. 


SEÑOR VILLEGAS..- Quería hacer unas acotaciones con respecto a todo lo que hemos estado conversando. 


Complementando lo que acaba de decir el arquitecto Sienra, aunque no tengo el nivel de conocimiento de dinámica costera que él 
posee por haber trabajado mucho con el doctor Jackson, debo reconocer que tuve ciertas sorpresas en las conversaciones que 
tuve con dicho profesional. Nosotros hablamos de los médanos que están a la vista, es decir, sobre el nivel del mar, ¿pero y lo que 
están en la costa, debajo del mar, que pueden ser tan importantes para la dinámica costera como los que están arriba? Quiero 
señalar que no hemos hablado nada de eso y no sabemos qué hacer con ellos y cómo manejarlos. Este es un punto bastante clave 
y crucial. 


Por otro lado, hay problemas de costas y de playas que se derivan, como decía el arquitecto Sienra, de obras públicas mal hechas, 
pero también de obras privadas en colisión con los intereses generales. En ese sentido, existen muchos ejemplos, tales como el del 
Arroyo Cebollatí y el del Río Cuareim, en varios espectros, como ser el mal uso de las condiciones de estiaje y de crecientes. 
Además, hay otro muy importante, que tiene que ver con el hecho de que las playas no se modifican sólo en su conformación, sino 
también en su condición. La playa de La Coronilla, la de Carrasco-Miramar -que la tenemos muy cerca- han modificado sus 
condiciones y han llegado a ser prohibidas para baños, simplemente, por fallas del contralor del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de distintas instituciones o de los Municipios, en lo que tiene que ver con la higiene. El caso más insólito es el 
del Arroyo Miguelete, que allá por 1940 fue estudiado muy profundamente por la Dirección Técnica de OSE y se hizo una obra muy 
importante, ya que las represitas que tiene son de esa época, así como la canalización. Pero eso no funciona más, entre otras 
razones, porque la gente del cantegril ubicado en Bulevar José Batlle y Ordóñez y el Arroyo Miguelete va a seguir tirando al arroyo 
todo lo que le sobra, que es mucho, ya que se trata de un asentamiento enorme. Mientras ese asentamiento no se consolide, 
tecnifique y no se elimine ese vertimiento de basuras al Arroyo Miguelete, éste va a seguir siendo lo que es, una porquería. 


El caso del Arroyo Carrasco es muy importante porque se han anulado las playas de Carrasco y Miramar para baños y lo mismo ha 
ocurrido en La Coronilla. Pienso que es un disparate desde el punto de vista ecológico y del uso que hace la gente de esas playas. 
Por tanto, se dan situaciones propias de la naturaleza pero muchas otras son generadas por el uso indebido o el mal control de la 
gente que establece poblaciones o industrias en vías de aguas y, como consecuencia, luego se termina con las playas. 


Por otro lado, me preocupa el hecho de que siempre nos estemos refiriendo a las playas atlánticas o de la cuenca platense, porque 
también están las playas de los ríos interiores que, para la población del interior, tienen mucho valor, ya que durante la temporada 
se utilizan para la recreación y el descanso y, además, tienen un aspecto paisajístico muy importante durante todo el año. Esas 
playas muchas veces se han visto anuladas o contaminadas por obras públicas inadecuadas. Si no me equivoco, Durazno tiene el 


vertimiento de aguas servidas, aguas arriba de la playa, lo que es inconcebible. Sin embargo, eso se hace con el consentimiento o 
beneplácito de los Gobiernos Departamentales y los demás institutos que deberían intervenir en esos temas. 


Por último, quería referirme a la bendita Ley de Centros Poblados elaborada por el arquitecto Horacio Terra Arocena -a quien 
recuerdo con respeto y cariño, porque se lo merece- que fue muy importante en su momento. Tengo muchas dudas acerca de que 
convenga mantener o derogar la Ley de Centros Poblados. En cuanto a sus cláusulas, muchas de ellas podrían ser modificadas, 
anuladas o incorporadas a la ley que estamos considerando. 


El año pasado realicé un pequeño estudio que no he publicitado entre los miembros de la Comisión porque tendría que revisarlo y 
ver nuevamente qué es lo que se mantiene de esa Ley de Centros Poblados como sustancia, aparte de su filosofía. Pienso que su 
filosofía se ha mantenido pero, de pronto, sus normas ya no tengan valor o deban ser modificadas. La suspensión de los efectos de 
esa ley puede entrar en colisión con esta ley que estamos tratando de elaborar, porque cuando hay dos leyes sobre la misma 
materia siempre va a surgir alguna grieta por donde se pueden producir filtraciones indebidas, y eso es lo que quisiera evitar. Por 
eso, teniendo pleno conocimiento de lo que significó la Ley de Centros Poblados de 1946, pienso que deberíamos revisarla 
globalmente para ver si debemos mantenerla, corregirla o derogarla e incorporar las cláusulas que nos importen a esta nueva ley. 


SEÑOR BERRUTTI.- Cuando se propone derogar un artículo, un inciso o una ley, es necesario realizar una fundamentación. En 
este caso, la fundamentación sería bastante importante pero, por supuesto, queda sujeta a cada uno de los asesores. También esta 
nueva Ley de Ordenamiento puede presentar compatibilidades legislativas con la Ley de Centros Poblados. Por lo tanto, lo que 
habría que hacer -suponiendo que no se derogara la ley actual en su totalidad- es ir derogando cada inciso o artículo, poniendo de 
manifiesto los motivos e instrumentando una ley sustitutiva y modificativa de la primera. 


SEÑOR VILLEGAS.- Creo que hay un punto que no he considerado, que es el relativo al período de vigencia de la nueva ley, con 
respecto a las disposiciones que actualmente están en uso. Destaco esto porque si limitamos los fraccionamientos y establecemos 
normas para ellos, se va a producir -y creo que debería evitarse- una avalancha de solicitudes de fraccionamiento que van a estar 
en contra de lo que nos proponemos. Me parece que ese interregno presentará situaciones muy complejas y difíciles de tratar. Por 
supuesto, no podremos establecer que se cancelen todos los fraccionamientos en curso o que no se aceptarán nuevos 
fraccionamientos hasta que la reglamentación de la ley no esté vigente. Hay un período de transición -y esto ya ha sucedido con 
otras leyes- que motiva corridas en el material territorial. Eso es lo que quisiera evitar y aunque no sé cómo, planteo el problema 
porque creo que puede tener consecuencias muy incorrectas. 


SEÑOR SIENRA.- Con respecto a esto último, creo que no hay nada de qué preocuparse. Digo esto porque en la actualidad, si se 
aplica la Ley de Centros Poblados, no todo predio que es presentado para fraccionar obtiene la autorización, ya que solamente la 
consiguen aquellos que reciben el visto bueno de las oficinas técnicas porque cumplen con todos los requisitos. Es verdad que la 
enorme mayoría de los departamentos no han solicitado el cumplimiento de estos requisitos y, por ejemplo, en Maldonado se han 
empezado a exigir a partir de los últimos años. 


Cuando uno empieza a establecer los requerimientos imprescindibles y necesarios para que un fraccionamiento funcione bien, 
exige el saneamiento correspondiente, porque se trata de otro punto muy importante. El otro día señalaba que creo que el país 
debe haber aprendido que postergar los saneamientos es mucho más caro que exigirlos desde el principio. Incluso, se han dado 
casos de fracasos estrepitosos, y puse el ejemplo de la ciudad de Pan de Azúcar -porque me gusta evocar situaciones que se han 
dado en el departamento de Maldonado- en la que OSE hizo el saneamiento y la gente no se conectó a él. Era obvio que eso iba a 
suceder, porque ya ha pasado en todos los centros poblados en los que el saneamiento se ha hecho a posteriori, debido a que las 
instalaciones internas en los predios llevan las aguas servidas hacia los fondos y los colectores se hacen en los frentes. Por lo 
tanto, para poder realizar las conexiones, hay que reformar todas las instalaciones internas en los predios. 


Además, cabe mencionar los costos que tiene en todos los aspectos, empezando por la salud, el hecho de tener áreas urbanizadas 
sin saneamiento. Si a eso agregamos que la propia construcción del sistema de saneamiento luego de hecha la urbanización 
implica destrozar todas las infraestructuras existentes, es evidente que el costo es gigantesco. 


Entonces, sin ningún tipo de dudas, para los fraccionamientos de niveles medios y altos creo que no hay ningún problema en exigir 
el saneamiento. También hay que precisar que los planes tienen que definir cuál es el sistema de saneamiento que va a usar cada 
área urbana. Esto es muy importante en virtud de que no existe un solo sistema. No se trata simplemente de poner un caño 
suficiente como para llevar las aguas servidas y las pluviales -como tiene Montevideo- sino que hay sistemas separativos y otros, 
por ejemplo, que suponen plantas de tratamiento con fosa séptica en cada predio y lo único que se recogen son las aguas. Es decir 
que hay una enorme cantidad de variantes que hay que saber utilizar. 


En los lugares donde se están urbanizando predios de bajo precio, el Estado debe pensar cuál va a ser su contribución en el 
fraccionamiento. Es mucho más caro, reitero, que el Estado haga el saneamiento después, ya sea que lo realice la Intendencia o la 
OSE. Quiere decir que el hecho de que el privado haga el fraccionamiento, sin el saneamiento, resulta carísimo. Quizás el Estado 
pueda eliminar impuestos o cargas impositivas a los fraccionadores en esa tarea o en todo el fraccionamiento para colaborar con la 
financiación del saneamiento, o dar subsidios. Hay que buscar la manera más adecuada, pero lo cierto es que el sistema actual no 
sirve, pues no es lógico que se hagan áreas urbanas sin tener el sistema de saneamiento en funcionamiento cuando se habitan. 


SEÑOR VILLEGAS.- A propósito de lo que decía recién el arquitecto Sienra, quiero hacer dos acotaciones. La primera de ellas 
refiere a un fraccionamiento de Punta Ballena en el que me tocó intervenir allá por 1947 ó 1948. Los predios tenían un sistema de 
saneamiento que funcionaba teóricamente muy bien por las sendas peatonales que condujeron todos los servicios pero que, como 
tales, no sirvieron. Dichas sendas estaban conectadas por un puente de madera que tampoco se pudo mantener porque nadie lo 
usaba. Esto fue consecuencia de una especie de teorización de la separación de funciones que se da en los programas urbanos. 
La historia fue que ese saneamiento se hizo, pero no se realizó la parte del tratamiento y, en un período determinado, un sector de 
la playa fue muy contaminado por los efluentes concentrados. Dicho saneamiento se fue destruyendo por diferencias de 
asentamiento del suelo, pues estaba hecho en caños de hormigón, y distintos movimientos del suelo y del escurrimiento de las 
aguas lo anularon. Ahora tranquilamente se usa un saneamiento por fosa séptica, porque se trata de solares de más de 1.500 
metros cuadrados, con un uso alternativo en invierno y verano -con un descanso de entre ocho y diez meses- y con muy baja 
densidad de construcción. Es decir que en los solares de más de 1.500 metros cuadrados no sucedió nada por el hecho de no 
haber saneamiento. 


Por otro lado, el otro día traje a colación el tema de la población de Cerro Pelado al noroeste de Maldonado. Allí, la Intendencia 
Municipal compró la tierra, hizo las obras, el saneamiento, el pavimento, la red eléctrica, la red de agua e, incluso, el alumbrado 
público, o sea, todo los sistemas urbanos completos. Eso, por cada solar del orden de los 200 metros, tuvo un costo de U$S 2.700. 
Es decir que se trata de un costo sumamente bajo por la forma en que se construyó. Eso corrobora lo que decía recién el arquitecto 
Sienra en cuanto a que es mucho más barato hacer lotes con servicios que tratar de remendar los que han sido mal encarados en 
su origen. 


Entonces, en base a esa y a otras experiencias, soy tremendamente partidario de que los fraccionamientos tengan instalaciones 
completas antes de salir a la venta o que se otorgue la posesión a sus beneficiarios. Sé que eso es políticamente muy difícil de 
lograr pero, desde el punto de vista técnico y legal, creo que debemos fomentar este tipo de soluciones, en contraposición a los 
costos feroces que tiene la dotación de servicios en los asentamientos irregulares. 


SEÑOR GILMET.- Quiero hacer dos breves comentarios con respecto a las últimas intervenciones. 


El arquitecto Villegas se refería a la eventualidad del riesgo de avalancha -como decía él- de solicitudes de fraccionamiento en un 
nuevo marco legal. Compartimos la inquietud y simplemente queríamos señalar que, justamente, recogíamos esta inquietud en las 
Disposiciones Generales de los instrumentos de ordenación, en el artículo 15. Planteábamos que, a partir de la formulación de los 
respectivos avances de los instrumentos de ordenación territorial, podrá establecerse la suspensión de las autorizaciones 
comprendidas en el artículo 7% -es decir, las autorizaciones otorgadas o denegadas por los Gobiernos Departamentales- en los 
ámbitos territoriales en los que las nuevas determinaciones para ellas previstas supongan modificación del régimen vigente. La 
suspensión se extingue en todos los casos con la aprobación definitiva del instrumento de ordenación. 


Este mecanismo de la suspensión cautelar es habitual en el Derecho Comparado y, además, ha sido aplicado en muchas 
oportunidades en el ámbito de varios Gobiernos Departamentales cuando ante un cambio de la norma o del marco jurídico se prevé 
que se den situaciones de especulación, en este caso vinculadas con las tierras. Por tanto, en esos casos se establece la 
suspensión de las autorizaciones. 


En la versión que habíamos entregado del Título Il, habíamos puesto "por el plazo máximo de un año", pero habíamos señalado 
que teníamos dudas al respecto. Finalmente, nos hemos inclinado por eliminar el plazo, de tal manera que sea el Gobierno 
Departamental respectivo, en el ámbito descentralizado o centralizado, el que establezca la suspensión por un plazo, porque eso 
depende de cada circunstancia. 


En cuanto a la muy informada intervención del arquitecto Sienra respecto al tema de las inundaciones y sus fundamentos, que 
compartimos pueden ser muy genéricos, vinculados a los cambios climáticos, lo concreto es que con mayor recurrencia se 
producen inundaciones en nuestro país, en el continente y en todo el globo. Esto acarrea, como todos sabemos, situaciones 
trágicas, con pérdidas de vidas y bienes materiales que afectan, en general, a los sectores más desprotegidos. Por lo tanto, todas 
las medidas de carácter cautelar y las normas legales que se puedan aprobar para tratar de amortiguar las situaciones de riesgo, 
no son en vano. 


No tengo la información que manejaba el arquitecto Sienra, pero lo que sí hemos constatado es que los tiempos de recurrencia de 
las lluvias ahora son más cortos, éstas son mucho más intensas y las aguas suben y fluyen mucho más rápidamente. En mi trabajo 
hemos podido constatar que, por ejemplo, en el departamento de Montevideo cada vez hay más testimonios de reflujos en los 
aparatos sanitarios en ocasión de las lluvias intensas, cosa que no sucedía. Estos reflujos en los aparatos sanitarios, que alarman 
muchas veces a las familias, tienen su origen, justamente, en la saturación de las redes cloacales por las aguas pluviales, lo que 
hace saltar los propios sifones de seguridad de las viviendas y muchas veces genera reflujos en las dependencias de los servicios 
higiénicos. 


Este es un tema que puedo tratar con alguna propiedad en lo que tiene que ver con esas consecuencias y en ese ámbito, pero no 
con respecto a las expresiones genéricas de qué está sucediendo con un eventual cambio climático. Quisiera que me explicaran 
por qué hay desprendimientos de hielo en la Antártida y tantas otras cosas que cotidianamente se nos están informando. Ahora 
bien, el tema del cambio climático claramente está ideologizado, y lo que sí puedo constatar es que los Estados Unidos no han 
suscrito el Convenio de Kyoto y que las conferencias internacionales de cambio climático una y otra vez advierten con respecto a 
los riesgos. Lo que nos dice la información periodística -que es a la que accedo- es que las causas de los cambios climáticos están 
en las emanaciones gaseosas y que, justamente, los Estados Unidos de Norteamérica no suscriben los convenios internacionales 
porque continúan con las emanaciones gaseosas. 


Por lo tanto, el tema está claramente vinculado a intereses -que, a su vez, se relacionan con la industria automovilística, etcétera- 
que escapan totalmente a mis conocimientos, como para que pueda hacer un análisis serio y científico -como se reclamaba, y con 
lo que estoy de acuerdo- del mismo. Nosotros constatamos consecuencias y cambios que, como no tenemos la información 
científica necesaria, no podemos vincular con los cambios globales. En consecuencia, lo que podemos afirmar es que en nuestro 
país, y en los otros que integran la región, se están produciendo cambios en este sentido y que ellos implican lluvias que producen 
situaciones muy trágicas y desgraciadas. Recordemos que las inundaciones son, claramente, una de las situaciones más 
desgraciadas que pueden suceder a una familia. Todos sabemos, además, que por una lógica muy perversa, éstas afectan a los 
sectores más desprotegidos de la sociedad. 


Por ello, digo que son bienvenidos los aportes que se han realizado -y particularmente esta información que nos ha llegado de la 
Universidad de Virginia- y que, a la vez, creo que es un tema que tiene componentes técnico científicos, pero también claramente 
ideológicos, relacionados con intereses de determinados países y con el subdesarrollo, porque no se han tenido en cuenta las 
consecuencias que esto tiene en los países como el nuestro. 


SEÑOR SIENRA.- En primer lugar, quiero insistir en lo que dije hace un rato. Es absolutamente imprescindible que el Uruguay 
muestre cifras que demuestren que efectivamente tenemos mayores niveles de inundaciones en algún lugar. Los casos que 
Conozco se deben a obras públicas mal realizadas. 


En segundo término, personalmente he constatado en más de un lugar, que las situaciones de gente que se inunda se reiteran más 
o menos en los mismos lugares desde hace muchísimos años, y que los terrenos no cumplen con las disposiciones de centros 


poblados en cuanto a los cincuenta centímetros que se exigen por encima de los niveles de máximas crecientes. Por supuesto que 
en esta apreciación incluyo obras que ha hecho el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en más de 
una ciudad, donde ha construido viviendas en áreas inundables que se sitúan por debajo de los cincuenta centímetros que exige la 
Ley de Centros Poblados. Incluso en algunos casos llegan a estar por debajo de las líneas de las máximas crecientes. También 
conozco fraccionamientos y construcciones llevadas a cabo por el sector privado en esas condiciones, tanto en el Uruguay, como 
en otros países. 


Al respecto voy a reiterar lo que señalé en la sesión pasada con relación al caso de Andalucía, donde se aprovechó la sequía que 
provocó "El Niño" la última vez -y que fue muy intensa- y se construyeron carreteras, puentes, áreas urbanas, discotecas, etcétera, 
en áreas que desde hace 900 años se sabe que son inundables y que, finalmente, se inundaron. Esto pasa, repito, en todos los 
países, porque la gente no toma las precauciones mínimas y porque a veces no escucha o no conoce el lugar, etcétera. 


Concuerdo absoluta y totalmente con que en las normas hay que tomar el máximo posible de precauciones para evitar daños, 
porque siempre estamos protegiendo a las personas más débiles de la sociedad. 


También digo que las áreas que están próximas a las costas son las más demandadas y las de mayor interés siempre para las 
urbanizaciones. Sin un fundamento preciso, medición estadística y bien relacionado -no solamente con los datos de los niveles de 
agua sino también con los datos climáticos de ese día, semana, mes y año- no podemos decir: "Vamos a subir un metro", porque 
no tiene sentido práctico ni estamos protegiendo a nadie. En el área marítima sucede exactamente lo mismo, aunque quizás no 
debería de ser motivo de tanta preocupación porque aquel que tiene una propiedad frente al mar, lógicamente cuenta con recursos 
suficientes; pero de todas maneras, también hay infraestructuras urbanas, propiedades del Estado, etcétera, que pueden ser 
deterioradas si están mal colocadas, ya que el mar es tremendo. 


Nosotros contamos con nuestra propia información, tenemos el SOMA, la Dirección de Hidrografía y Meteorología. Si el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente entiende que allí hay un problema, que lo demuestre con las cifras, hechos 
y lugares. 


Evidentemente, en las ciudades -y cito a modo de ejemplo Buenos Aires- se están inundando áreas en las que antes eso no 
ocurría. Lo que sucede es que hay un problema gigantesco en el mantenimiento de las infraestructuras. Esto también pasa en el 
Uruguay, en Montevideo. Es fácil decir: "Vamos por la precaución y hagamos esto". No; es más, creo que un país de bajos recursos 
como el nuestro, tiene que hacer las cosas bien fundadas y con los datos reales de lo que está pasando. Entonces, mientras que el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no demuestre -este organismo es el responsable y por eso 
cuenta con la DINAMA- que tenemos un problema de modificaciones en los niveles de inundación de las cuencas de desagúe de 
los ríos, arroyos y cañadas, no tengo por qué pensar que eso es cierto. Creo que constituye un punto muy importante que vayamos 
pisando sobre hechos bien concretos porque en este tema el Uruguay, por suerte, tiene cifras estadísticas en las que se puede 
basar. 


SEÑORA PEREIRA.- El principio de la precaución es un principio de la política ambiental y justamente la última, la Ley General de 
Protección al Ambiente, la Ley N* 17.283, establece que ante la falta de certeza técnica uno tiene que ser precavido. 


El señor Sienra expresa que se necesita la certeza a nivel técnico para poner determinado tipo de mediciones. Ignoro si se trata de 
un metro, medio metro o metro y medio, pero considero que sí es cierto que en todas las cosas no se puede tener la absoluta 
certeza técnica, y más aún en un país como el nuestro. Hay que corroborar en los hechos lo que está ocurriendo y utilizar ciertas 
medidas a modo de medida cautelar, tal como él lo señaló. Entonces, bienvenida sea la certeza técnica, pero la gran mayoría de 
las veces, en países como el nuestro, eso es imposible. 


SEÑOR SIENRA.- No hablo de certeza técnica. Lo que digo es dónde están los fundamentos de esa elevación de 50 centímetros 
en un nivel por medida cautelar, sí con los 50 centímetros, en el Uruguay, nunca hemos tenido problema y hace 50 ó 60 años que 
rige la Ley de Centros Poblados. En los lugares donde se respetaron estos 50 centímetros, no tenemos ningún problema. Sí 
tenemos dificultades, dentro y fuera de esos 50 centímetros, en aquellos lugares donde no se han respetado, por ejemplo, las 
cuencas. Todos los terrenos tienen cuencas de desagúes naturales que hemos anulado o cerrado, hemos puesto alcantarillas de 
dimensiones inadecuadas, hemos hecho carreteras con terraplenes, tal como el otro día mostraba el arquitecto Acuña. 


Un ejemplo de ello es lo que pasó en Santa Fe. Si bien le echan la culpa al clima, en Santa Fe, para arreglar el problema tuvieron 
que demoler las obras, porque los terraplenes estaban mal hechos. Lo mismo pasa en toda la Mesopotamia argentina, que se 
inunda en todos lados porque no tiene desagúes. Han levantado las carreteras para que no se inunden, pero se han olvidado de 
poner los desagúes en los puntos bajos. Entonces, es el hombre quien no debe invadir los terrenos de la naturaleza. Si lo hace, 
sabe que va a tener problemas. No somos Holanda, donde se construye por debajo del nivel del mar. 


En primer lugar, quiero hacer notar que en ningún lugar donde se ha respetado los cincuenta centímetros por encima de las 
máximas crecientes conocidas, ha habido problemas. En segundo término, quiero hacer notar que a lo largo de la historia de la 
humanidad, se han utilizado tecnologías para construir casas habitables en áreas inundables, pero la Ley de Centros Poblados lo 
prohíbe. Me refiero a los palafitos, que pueden ser usados perfectamente. Se usan desde la prehistoria y han sido muy efectivos. 
Me pregunto por qué nosotros tenemos que negar esa posibilidad. Creo que un país que tiene escasos recursos, no puede ignorar 
ninguno. La costa es uno de los recursos más ricos que tenemos. Debemos tomar las máximas precauciones para que esto 
funcione bien, pero no podemos dilapidar, diciendo que son tantos o cuántos metros por encima de las crecientes. Tenemos que ser 
lo más justos posible con la naturaleza, lo que implica hacer las cosas bien. 


Los cincuenta centímetros han funcionado hasta ahora. El que haya problemas de reflujo y que las redes pluviales no funcionen en 
las inundaciones, se debe a que los colectores están tapados, quedaron chicos o tienen cien años, razón por la que se han 
derrumbado o están obstruidos. Se está juntando más agua de la calculada, porque se han cambiado cuencas. La culpa no es del 
cambio climático, sino de lo que nosotros hemos hecho. Por ejemplo, hemos cambiado cuencas. No solamente en las 
urbanizaciones se impermeabilizan suelos; esto es absolutamente cierto, aunque en el Uruguay esto no es muy importante porque 
los suelos son pocos permeables. Es importante, sí, en las zonas de arena, donde los suelos son altísimamente permeables, pero 
hay suelos de greda que son prácticamente impermeables. 


Hemos modificado cuencas al rellenar zonas bajas; hemos modificado los cursos de cañadas y arroyos; hemos puesto alcantarillas; 
hemos hecho terraplenes; todo esto hace que los colectores, que estaban previstos para una determinada cantidad de agua, estén 
recibiendo el doble o el triple, por lo que no dan abasto. Por eso, repito, no le echemos la culpa al clima. Estoy de acuerdo en que 
hay que tener precauciones, pero la principal precaución la tenemos que tomar contra nosotros mismos. Casi todos los problemas 
se deben a que el hombre está haciendo algo mal, acá y en todas partes del mundo. 


SEÑOR VILLEGAS..- Quería traer a la palestra algunos hechos que tal vez son por todos conocidos, aunque algunos no tanto. 


Cuando se llevó a cabo el fraccionamiento de Carrasco, a principios del siglo pasado, se lo hizo sobre un bañado. Carrasco es un 
bañado y, por lo tanto, está sujeto al régimen alternativo de las aguas. Costó mucho levantar esos terrenos y dio mucho trabajo 
resolver las diversas situaciones. Esas situaciones se ven agudizadas en toda la llamada Costa de Oro de Canelones, que es un 
bañado completamente sumergido. Digo esto, porque los niveles están muy bajos, no tiene escorrentía y la napa freática está 
tocando el suelo o aflora. Por lo tanto, todo lo que se podría hacer allí serían palafitos. 


De todos modos, lo que quiero señalar es que vivimos, por suerte o por desgracia -creo que por suerte- en un país donde las 
catástrofes naturales son mínimas; la única catástrofe natural que se da acá son las inundaciones, ya que los tornados son muy 
pequeños. 


Por suerte tenemos mucha agua disponible -es más: somos uno de los países que cuenta con mayor dotación de agua potable en 
el mundo- y no tenemos problemas de deslave de minas y cerros que han sido formados por escoria volcánica; nuestro suelo está 
muy consolidado, por razones geológicas sobre las que no voy a conversar aquí. El único problema grave que tenemos son las 
inundaciones, que cabe destacar que siempre hubo porque la capa de nuestro suelo es muy delgada. La historia conocida dice que 
cuando llueve fuerte, los arroyos crecen e inundan, al igual que las cañadas. Justamente, el otro día se ahogó una persona que 
quería cruzar a caballo una cañada y se lo llevó la correntada. Entonces, tengamos en cuenta que estas cosas suceden. 


Insisto en que el tema del control, del manejo y hasta el del conocimiento de las leyes del agua y la naturaleza, al igual que el 
conocimiento de la geografía, son vitales para nuestro país. 


En cierta oportunidad, durante el período militar, integré una Comisión a propósito de una iniciativa de nuestros amigos argentinos 
que querían duplicar hacia la playa el conjunto Manantiales. Por suerte, la Intendencia de la época lo negó en base a un informe 
que hicimos con el arquitecto Payseé y el doctor Fernández Caiazzo. Eso supuso un hito en la problemática de Maldonado, por 
cuanto la especulación pretende hacer muchas cosas pero en algún momento hay que cortarla, porque no todo es decir que el 
turismo es una industria sin chimeneas, sino que es mucho más importante mantener las costas. 


La situación de crecidas se maneja con una Comisión de Emergencia, pero lo que no funciona es la previsión. Si bien toleramos los 
fraccionamientos o construcciones que puede haber hecho el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o 
las Intendencias Municipales, hay que tener en cuenta que la gente sabe que construye ranchos en terrenos inundables. Eso tiene 
un aspecto socioeconómico muy trascendente, pues al Estado le cuesta mucho dinero atender a la gente que tiene sus casas en 
terrenos inundables y deben ser trasladados, atendidos y cuidados por problemas de salud y alimentación. 


Además -y me consta, porque lo he podido ver en algunas zonas de nuestro país- está la industria del inundado; el inundado es un 
personaje muy particular, ya que en buena parte vive de la inundación. Esto es lamentable pero es así, y sucede por la omisión o la 
tolerancia de los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR BERRUTTI.- Si nadie más quiere hacer uso de la palabra, levantamos la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 36 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


